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1.- VISTOS 

Desata la Sala la apelación que de manera subsidiaria se interpuso por parte del sentenciado RICAURTE RINCÓN CASTAÑO, contra el auto interlocutorio proferido el treinta y uno (31) de enero de 2007 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de acumulación jurídica de penas por él presentada.

2.- PROVIDENCIA 

En su proveído, el señor juez que vigila el cumplimiento de las penas impuestas al señor RINCÓN CASTAÑO, reseñó que el recluso había sido condenado por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira en sentencia del veintisiete (27) de octubre de 1997, a la pena principal de sesenta y cuatro (64) meses de prisión, al encontrarlo autor responsable de los delitos de Falsedad en documento público, uso de documento público falso, receptación y estafa, oportunidad en la que se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Con posterioridad, en decisión del veintiuno (21) de marzo de 2002, se le acumularon jurídicamente varias penas, con lo cual quedó descontando ciento cincuenta (150) meses de prisión. En tal actuación, al condenado se le concedió libertad condicional mediante decisión del veintisiete (27) de febrero de 2003, medida que todavía se encuentra vigente.
Previa referencia a las normas que regulan la figura de la acumulación jurídica de penas tanto en la Ley 600 de 2000 como en la 906 de 2004, cuyo tenor advierte que es idéntico, así como la finalidad de la misma, no otra que hacer menos gravosa la situación del sentenciado al realizarse una redosificación punitiva y asignar una única pena para todos los delitos, conceptúa que en el presente evento no es procedente su aplicación debido a que en uno de ellos, le fue concedida la libertad condicional, con un período de prueba de cincuenta y tres (53) meses y dos (2) días.
A renglón seguido, añade que uno de los requisitos del beneficio punitivo consiste en que todas las sentencias que se pretendan acumular se estén ejecutando o pendientes de ejecutar y, por ende, no es procedente su aplicación sobre una pena que haya sido objeto de uno de los mecanismos sustitutivos de la privación de la libertad como la suspensión condicional de la ejecución de la pena o la libertad condicional. Con fundamento en extracto jurisprudencial de la Corte Suprema que transcribe, concluye que de procederse en la dirección pedida se estaría automáticamente revocando la libertad condicional concedida en el otro proceso, lo cual sería enormemente perjudicial para los intereses del señor RINCÓN CASTAÑO.
Habida consideración del recurso horizontal de reposición interpuesto, en auto del veintidós (22) de febrero de este mismo año, el juzgado ejecutor no repuso su decisión y ante los argumentos presentados por el recurrente, en especial lo concerniente con una presunta favorabilidad contenida en la norma pertinente del Decreto 2700 de 1991, señaló que bien fuera su artículo 505 o las disposiciones de las leyes procesales posteriores las que se aplicaran, era lo cierto que no se permitía la acumulación de penas que ya estuvieran ejecutadas, precisamente lo que ocurrió respecto de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, que se encontraba suspendida por efectos de la libertad condicional concedida.

Agregó, que el recurrente al parecer no había comprendido que el accederse a la acumulación implicaba la revocación del beneficio que estaba disfrutando, con lo cual, tendría que entrar a purgar el resto de la pena que le falta dentro de la actuación en la cual se encuentra en libertad condicional, lo que sería más gravoso al tenerla que aumentar por la nueva pena acumulada. 

3.-  RECURSO

El sentenciado hace alusión a las diferentes normas que han consagrado la acumulación jurídica de penas, en el Decreto 2700 de 1991, en la Ley 600 de 2000 y en la Ley 906 de 2004,  para luego hacer un recuento de las sentencias que fueron acumuladas, a saber: la proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, el veintisiete (27) de octubre de 1997 -ya aludida en otro acápite de esta providencia-; la impuesta por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Tunja (Boy.) el diecisiete (17) de enero de 2000, del orden de veinticinco (25) meses y diez (10) días de prisión, por uso de documento público falso, receptación y estafa; y la de marzo veintiuno (21) de 2002, en la cual el Juzgado Penal del Circuito de Chinchiná (Cds.) que lo sentenció a dos (2) años por los delitos de supresión y ocultamiento de documento público y falsedad en documentos. Por tales conductas, la pena quedó en ciento cincuenta (150) meses.
En seguida, se refiere al auto mediante el cual el Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena, estimó que se habían cumplido las tres (3/5) quintas partes de la pena -96 meses y 18 días- y le concedió el veintisiete (27) de febrero de 2003 la libertad condicional, imponiéndole un período de prueba de cincuenta y tres (53) meses y dos (2) días.
A continuación plasma su personal visión de las cosas, dentro de la cual, a la pena por acumulación jurídica que fue tasada en ciento cincuenta (150) meses de prisión de conformidad con las normas del concurso, se le debería adicionar la sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Bogotá, la cual le debería reportar otros doce (12) meses, para un total de ciento sesenta y dos (162) meses de prisión, sobre los cuales al aplicarse las tres (3/5) partes de que habla la norma de la libertad condicional, arrojaría noventa y seis (96) meses y doce (12) días, tiempo que ya está más que superado, dado que cuando se le otorgó el beneficio ya había purgado noventa y seis (96) meses y dieciocho (18) días. A todo lo cual se le deben sumar los dos (2) meses y veintiún (21) días de redención de pena que se le concedieron en el mismo auto atacado, más el tiempo que llevaba en detención física desde el cuatro (04) del mes de octubre de 2006.
Estima entonces que se le debe dar prevalencia a los postulados constitucional y legal de la favorabilidad en materia penal, artículo 29 inciso 3º de la Constitución y 6º de la Ley 599 de 2000, respectivamente, razón por la cual se debe realizar una dosificación punitiva y concedérsele la libertad condicional.
4.-  SE CONSIDERA

La Sala es competente para desatar el recurso subsidiario de apelación interpuesto contra la decisión adoptada por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.

Examinado el asunto por parte del Tribunal, es innegable que desde un punto de vista estrictamente formal, no admite reparo la decisión tomada por el Juzgado de instancia, habida cuenta de no poderse en este momento de manera normal, producirse la acumulación jurídica de penas, dado que al haber sido beneficiado el señor RINCÓN CASTAÑO con la libertad condicional, no podría hacerse la sumatoria de penas, pues serían incompatibles entre sí, por consistir la una en un beneficio liberatorio, mientras la otra conlleva la detención intramural; así las cosas, como se anuncia en el auto apelado, ello implicaría la revocatoria de la “libertad” concedida dentro de los otros procesos que con antelación fueron acumulados. 

Empero, la situación que ahora nos convoca tiene unas connotaciones particulares que conllevan un estudio concienzudo con miras a determinar dentro de los parámetros legales qué es lo que en últimas resulta más favorable para el interno.  Vale la pena entonces, traer a colación anterior pronunciamiento donde esta Sala al analizar asunto de ribetes semejantes, con ponencia de quien ahora cumple igual función, dijo: 

Aquí lo importante no consiste simplemente en comparar la situación del penado con la hipótesis legal contenida en el artículo 470 del C. P. P., tal como lo hiciera el señor Juez de ejecución de penas, porque así desde un punto de vista exegético se darían los requisitos normativos para aplicar la acumulación; debe ampliarse el panorama y debe también entrar a formar parte de la fundamentación de la decisión el principio de favorabilidad, es decir, constatar que la determinación que se toma, de verdad sea benéfica para el penado, pues no otra fue la razón para el establecimiento de esa figura por parte del legislador.

No puede desconocer la Sala que las múltiples y variadas sanciones que ahora afronta el señor RICAURTE RINCÓN CASTAÑO, por decirlo de alguna manera, son de vieja data, como quiera que se contraen a hechos ocurridos a mediados y a finales de los años noventas. Pero al margen de lo anterior, debe tenerse en cuenta también que la actividad delictiva del hoy sentenciado y recluso, se concretó en varios lugares de la geografía nacional, aspecto que aparece suficientemente ilustrado en la actuación allegada a esta sede, pues se vulneró la ley penal no solamente en la ciudad de Pereira, sino en municipios cercanos como Chinchiná (Cds.) o en ciudades lejanas como Bogotá y Tunja (Boy.), donde como ya se sabe, fue juzgado y condenado en sendas sentencias.

Pero además, en el caso bajo estudio se encuentra una situación particular, que debe ser considerada por la Sala en aras de mejor proveer. Consiste en que para el momento en que se profirió por parte del Juzgado Veintiséis (26) Penal del Circuito de Bogotá la sentencia que actualmente lo tiene tras las rejas
, éste se encontraba privado de la libertad descontando la pena que le había sido impuesta por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad. Incluso, el auto mediante el cual se le acumularon jurídicamente las penas que hasta ese momento se conocían, al proferirse el veintiuno (21) de marzo de 2002, está muy cercano en el tiempo en relación con la sanción impuesta por el juzgado de Bogotá. Palabras más, palabras menos, los efectos de ambas providencias coexistieron durante un buen período en el cual era perfectamente posible que de haberse tenido conocimiento de la última sanción aplicada, se contemplara la posibilidad de aplicar la figura acumulativa ahora solicitada por el interno.

Para la Sala es claro que el propio recluso, consciente como debe ser de los diferentes sitios en los cuales realizó su accionar delictivo, no puso en conocimiento de la autoridad judicial la posibilidad de estarse surtiendo para esa época otros procesos penales en su contra o aún encontrarse ya fallados, situación que como se ve, se torna más gravosa para él en vista de la captura de que fue objeto por este otro proceso, desde el mes de octubre de 2006. No obstante lo anterior, también debe decirse que era obligación de las autoridades judiciales y carcelarias del país, tener sus registros actualizados en relación con la situación jurídica del señor RINCÓN CASTAÑO, pues no de otra manera se entiende que a pesar de tener en su contra otra condena, la misma solamente le esté generando consecuencias a partir de la susodicha fecha en que fue capturado, máxime que para el momento en que se produjo la sentencia, estaba a buen recaudo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario. 
En esas condiciones, es un hecho cierto que el desconocimiento de la otra sentencia que en su contra militaba o incluso de su situación de detención, produjo unos efectos negativos para el detenido, que no estaba obligado a soportar, mucho menos cuando ellos se refieren a la limitación de su libertad de locomoción, sobre la cual existe una buena posibilidad de ser reducida en caso de comprobarse que puede acceder a la figura de la acumulación jurídica de penas.
Con ese panorama en mente, debe la Sala echar mano de la disposición constitucional contenida en el artículo 228, para hacer prevalecer el derecho sustancial sobre el formal, dado que lo que está en juego es un derecho fundamental como la libertad, por cuanto la no acumulación jurídica de penas acarrea al señor RINCÓN CASTAÑO una permanencia en detención del orden de los treinta y seis (36) meses, que de otra manera habría podido verse ostensiblemente reducida y seguramente redundaría en el proceso de resocialización que ha emprendido el recluso, quien afirma estar para el momento de su recaptura dedicado a las actividades propias que su cargo como gerente de una cooperativa de transporte conlleva, a la par de desarrollar vida familiar con su esposa e hijos, así como estar readaptado a la vida social y comunitaria.

Así las cosas, prolongar la detención del convicto, significaría negarle la oportunidad de ver disminuida su pena debido a la ausencia de diligencia en los despachos judiciales y autoridades administrativas que han tenido que ver con su caso, lo cual constituiría un factor negativo que rompe abruptamente la confianza que debe ostentar la Administración de Justicia. 

Estima la Sala entonces, que es inevitable entonces adoptar las siguientes determinaciones: (i) en cuanto es más favorable para la situación del interno como más adelante se verá, se deja sin efectos la decisión adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución el veintisiete (27) de febrero de 2003, que concedió la libertad condicional al señor RINCÓN CASTAÑO; (ii) a la pena por acumulación jurídica que descontaba para ese momento el interno y en virtud de la sentencia proferida por el Juzgado Veintiséis (26) Penal del Circuito de Bogotá, que le impuso treinta y seis (36) meses de prisión, en aplicación de la misma figura, se le adicionarán otros veinte (20) meses de prisión, de tal manera que ante esta nueva acumulación punitiva, la pena definitiva a descontar será de ciento setenta (170) meses de prisión -la cantidad adicionada, se tasa así, dada la proliferación de sentencias condenatorias que militan en contra del interno, básicamente con el mismo modus operandi, lo que impide darle un trato más benéfico-; y, (iii) dado que el señor RICAURTE RINCÓN CASTAÑO ha descontado de su pena los iniciales noventa y seis (96) meses y dieciocho (18) días más los diez (10) meses y cuatro (04) días de detención física desde su captura el cuatro (04) de octubre de 2006, lo cual totaliza ciento seis (106) meses y veintidós (22) días, lapso que supera los ciento dos (102) meses que representan las tres (3/5) partes de la pena impuesta; y que además, no se tiene noticia de comportamiento anómalo en su lugar de reclusión, es pertinente concederle la libertad condicional, bajo los mismos términos en los que se le concedió en anterioridad. Su período de prueba será la fracción pendiente de cumplir de la pena redosificada, para el cual se computará el tiempo en que disfrutó de la libertad luego de su liberación el veintisiete (27) de febrero de 2003.
Como se ve, la decisión que aquí se adopta, en cuanto permite el disfrute de la libertad condicional del interno, es sin duda más favorable a los intereses del reo y por ende, justifica las determinaciones adoptadas en aras de llegar a esa conclusión.

El Tribunal deja expresa constancia, que lo decidido en este caso es excepcional habida consideración a la situación sui generis del condenado, pues no valdría aplicarla para otros eventos en los cuales, una vez hecha la acumulación, no se cumplieran los requisitos objetivos para la concesión del subrogado de la libertad condicional, pues entonces, tal determinación iría en contra de los intereses del sentenciado.
5.- DECISIÓN  

Con las anteriores motivaciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE:

PRIMERO: SE REVOCA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada.

SEGUNDO: Exclusivamente por las razones previamente consignadas, SE DEJA sin efectos la decisión adoptada por ese mismo juzgado el pasado veintisiete (27) de febrero de 2003 en cuanto concedió la libertad condicional al sentenciado; y, en su reemplazo, se adoptan simultáneamente las determinaciones que aparecen en los numerales siguientes.
TERCERO: Se ACUMULA a la pena que también por acumulación jurídica de penas se había tasado con anterioridad, la impuesta por el Juzgado 26 Penal del Circuito de Bogotá en proveído del treinta (30) de enero de 2002, de tal manera que por la misma se le adicionarán otros veinte (20) meses más, lo cual conlleva a que la pena definitiva a purgar será de ciento setenta (170) meses de prisión.

CUARTO: Habida consideración que el señor RICAURTE RINCÓN CASTAÑO ha superado las tres (3/5) partes de la pena impuesta, demostrando buena conducta en su lugar de reclusión, se le CONCEDE LA LIBERTAD CONDICIONAL, en los mismos términos en que le había sido concedida. Su período de prueba será el resto de la pena acumulada pendiente por cumplir, a la cual se abonará el tiempo en que disfrutó de su libertad.
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

           LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Auto de segunda instancia del 08-07-2005 Rad.660013187002-2005-00321-01. En esa ocasión la situación consistió en que se había acumulado una pena de treinta y ocho (38) meses de prisión sin concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, con otra de catorce (14) meses de prisión, en la cual se había otorgado el subrogado; situación que a todas luces era desventajosa para el interno. 


� 30 de enero de 2002.
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